
El Ayuntamiento Pleno, en sesión ordinaria celebrada el día 31 de enero de 2020, entre otros, 

adoptó el siguiente acuerdo:

Propuesta de resolución

XVIII.- PROPUESTA DE RESOLUCIÓN PRESENTADA POR EL GRUPO POLÍTICO MUNICIPAL DE
GANAR TERUEL - IU, REFERENTE A LA NECESIDAD DE GARANTIZAR LA IGUALDAD DE TRATO
ENTRE LAS PAREJAS DE HECHO Y LAS CASADAS EN EL ACCESO A LA PENSIÓN DE VIUDEDAD.
EXPEDIENTE N.º 498/2020.

El Ayuntamiento Pleno, en votación ordinaria y por unanimidad, aprobó la presente propuesta

de resolución, cuyo tenor literal es el siguiente: 

“EXPOSICIÓN

Las  personas  registradas oficialmente  como  uniones de  hecho,  que  sobreviven a  su  pareja,

experimentan en nuestro país una discriminación en el acceso a la percepción de la pensión de viudedad

respecto a los que eligen el matrimonio como modo de convivencia. Al miembro supèrs(te en la pareja

de hecho se le exigen requisitos para la percepción de la pensión que no son contemplados en los

supuestos en que la pareja se formaliza de conformidad con las normas que regulan el matrimonio. Esta

diferencia de trato no (ene causa obje(va que actualmente la jus(fique.

De acuerdo con la Ley General de la Seguridad Social, modificada en el año 2007, el miembro

supèrs(te de la pareja de hecho deberá acreditar para percibir la pensión, que sus ingresos durante el

año natural anterior no alcanzaron el 50 por ciento de la suma de los propios y de los del fallecido

habidos en el mismo período, o el 25 por ciento en el caso de inexistencia de hijos comunes con derecho

a pensión de orfandad. Esta regulación supone una doble discriminación. De una parte, se exige que el

miembro difunto de la pareja haya ganado un euro más que el  superviviente para poder percibir  la

pensión, requisito que en caso alguno se exige al cónyuge que sobrevive en el matrimonio. De otra

parte,  se  establece unos requisitos  diferentes  en el  supuesto de que no existan hijos  comunes con

derecho a orfandad.

En el supuesto de que no cumplan estos requisitos solo se reconocerá derecho a pensión de

viudedad cuando los ingresos del sobreviviente resulten inferiores a 1,5 veces el importe del salario

mínimo  interprofesional.  Con  ello,  la  norma  condiciona  el  derecho  a  pensión  de  viudedad,  a  una

supuesta "dependencia económica". Pero la finalidad de la pensión no es garan(zar un mínimo vital,

sino que es un derecho reconocido, imprescrip(ble y subje(vo, des(nado a paliar el daño que produce a

la familia la disminución de ingresos en la familia a causa de la muerte del cónyuge.

La modificación de 2007 (Ley 40/2007, de medidas en materia de Seguridad Social) establecía

por  primera  vez  en  el  ámbito  norma(vo  (en  el  jurisprudencial  se  habían  conseguido  algunos

reconocimientos con anterioridad), la posibilidad de cobrar la pensión de viudedad en los supuestos de

parejas de hecho. Ello supuso un importante avance en orden a la consecución de los derechos de las

parejas de hecho, que iba parejo al reconocimiento de esta realidad en ámbitos tan dispares como el
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tributario o el penal. Pero la Ley incluyó un grave error en técnica legisla(va y de injus(cia social, pues

deja si pensión de viudedad de por vida a parejas y familias con menores a cargo, por el sólo hecho de

haber  percibido,  fruto  de  su  salario,  sólo  un  cén(mo  más  que  la  pareja  fallecida.  Además,  |a  Ley

tampoco valoraba que la situación económica en el momento del fallecimiento pueda mantenerse como

estable en el  (empo o que esta situación sea puramente circunstancial,  como puede ser el caso de

contratos  de  trabajo  temporales.  Que  se  exija  una  "cierta  dependencia  económica"  de  uno  de  los

miembros de la pareja de hecho para optar a una pensión de viudedad es discriminatorio. Que solo se

tengan en cuenta  los  ingresos del  conviviente  que sobrevive en un momento  determinado  (el  año

anterior al fallecimiento) es injusto.

La realidad social  que trataba de regular la norma ha cambiado sustancialmente. Por ello la

norma debe cambiar. Así, lo contempló el Congreso de los Diputados en 2009, pero han pasado 10 años

y esta reforma sigue siendo un incumplimiento clamoroso de graves consecuencias.

Los hijos nacidos fuera del matrimonio son 46,8% según las úl(mas cifras recogidas en 2017,

cuando en los años 90, éstos no llegaban al 10%. Estas cifras son manifestación de la ruptura del modelo

tradicional familiar exis(endo una realidad como son las uniones de hecho que debe ser considerado y

regulado  en  términos  de  jus(cia  social.  Además,  desde  entonces,  se  ha  reconocido  el  acceso  al

matrimonio a personas del mismo sexo y se han logrado importantes (aunque claramente insuficientes),

avances en materia de igualdad.

De acuerdo con los datos del Ins(tuto Nacional de Estadís(ca en el año 2018 había en España

registradas 1.625.800 parejas de hecho frente a 9.655.100 parejas casadas. Ello supone que un 14,41%

de la población opta por inscribirse en un Registro Oficial de Parejas de Hecho, frente a 85,59% que

optan por el matrimonio. No existe razón para discriminar a estas parejas.

En este punto no puede evitarse contemplar otro dato: en nuestro país el número de viudas es

muy superior al de viudos. Ello supone que, en la prác(ca, la medida es una norma que, una vez más,

atenta contra la igualdad de la mujer en nuestro Ordenamiento Jurídico y vulnera Direc(vas Europeas de

obligado cumplimiento para el Estado español. En este sen(do, la Comisión de Pe(ciones de la Unión

Europea ha encargado una inves(gación preliminar sobre esta situación. 

PROPUESTA

1. Instar al Gobierno de España a promover la modificación de la Ley General de la Seguridad

Social y demás normas que resulten necesarias para garan(zar a los miembros de las parejas

de  hecho  el  acceso  a  todas  las  prestaciones  o  pensiones  vinculadas  a  situaciones  de

viudedad, en las mismas condiciones que a los cónyuges en los matrimonios civiles.

2. Exigir  la  retroac(vidad  de  estas  modificaciones  para  las  familias  afectadas  por  esta

discriminación desde la entrada en vigor de la Ley 40/2007, el 1 de enero de 2008.”

Alcaldía 2


